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Discusión de los casos individuales (cont.) 

Guatemala (ratificación: 1952) 

Freedom of Association and Protection of the Right to Organise Convention, 1948 (No. 87) 

Convention (nº 87) sur la liberté syndicale et la protection du droit syndical, 1948 

Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87) 

Chairperson – I invite the Government representative of Guatemala, the Minister of 
Labour and Social Welfare, to take the floor. 

Representante gubernamental, Guatemala (Sr. RODRÍGUEZ PELLECER) - Agradezco el 
espacio que nos permiten al Gobierno de Guatemala, acompañado en esta oportunidad por 
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representantes también de magistrados de las Cortes Suprema de Justicia y de 
Constitucionalidad, así como altos representantes del Ministerio Público y de Gobernación, 
para informar sobre la puesta en marcha que el Gobierno de Guatemala ha venido ejerciendo 
a las observaciones emitidas por la Comisión de Expertos, en virtud del Convenio, así como lo 
manifiesta de manera continua ante el Comité de Libertad Sindical y el Consejo de 
Administración en sus diferentes sesiones respecto de las decisiones alcanzadas durante los 
años 2018-2020, en los que se instó firmemente al Gobierno, a que junto con los interlocutores 
sociales de Guatemala, y con la asistencia técnica de la Oficina, siguiéramos dedicando todos 
los esfuerzos y recursos necesarios para lograr una aplicación sostenible y completa de las 
disposiciones de la hoja de ruta; se tomó nota con satisfacción del programa de cooperación y 
asistencia técnica de la OIT por tres años, para aumentar los esfuerzos estatales en 
cumplimiento del Convenio. Guatemala ha asumido los compromisos internacionales con su 
propio presupuesto, a los que se suma el aporte financiero de la OIT a través de fondos propios 
y de otros programas desde 2022, en su tercer año de ejecución; así también, de la información 
proporcionada por la Oficina en el documento GB.346/INS/10, en particular de las acciones 
prioritarias identificadas en ocasión de la misión conjunta de la OIT, la Organización 
Internacional de Empleadores (OIE) y la Confederación Sindical Internacional (CSI). En 
consecuencia, me permito reiterar que Guatemala continúa informando y señala que ha 
habido avances importantes en el cumplimiento tanto de la hoja de ruta como en los puntos 
señalados por la misión conjunta y adoptados por la Comisión nacional tripartita de relaciones 
laborales y libertad sindical. Entre estos puntos encontramos:  

1) Un aumento significativo del presupuesto institucional de la Fiscalía Especializada dentro 
del Ministerio Público para la atención de los delitos cometidos contra líderes sindicales y 
sindicalistas, los cuales lamentamos profundamente; aunado con un aumento 
presupuestario para la atención de la seguridad del sector trabajador por parte del 
Ministerio de Gobernación, y también la apertura de un Juzgado Pluripersonal de Paz 
Penal para los delitos de desobediencia en materia laboral, como una parte de la iniciativa 
del organismo judicial, con una erogación para esta temática de alrededor de 3 millones 
de dólares de los Estados Unidos, y todo ello ha dado como resultado la obtención de un 
80,77 por ciento de sentencias condenatorias y un 19,23 por ciento de sentencias 
absolutorias de los 26 casos presentados por el Ministerio Público y resueltos por el 
órgano Jurisdiccional.  

2) En comparación a los años 2016-2022, los índices de criminalidad han venido a la baja en 
Guatemala; no obstante, el Ministerio de Gobernación ha provisto de un espacio de 
diálogo al más alto nivel, para abordar la temática de ataques contra líderes sindicales y 
sindicalistas, regulado asimismo por Acuerdo Ministerial; a la vez, cuenta con procesos 
establecidos de análisis de riesgo para proporcionar las medidas de seguridad al sector 
sindical, con lo cual han realizado esfuerzos institucionales para brindar una protección 
rápida y eficaz a todos los dirigentes sindicales y sindicalistas en situación de riesgo, 
evitando la comisión de cualquier nuevo acto de violencia antisindical. Así también, se 
informa que el Gobierno de Guatemala ha implementado comedores para los agentes de 
la policía nacional civil, que evita la erogación de gastos por parte del sector sindical que 
está siendo protegido por ese ministerio. 

3) Respecto a las cuestiones legislativas, el Gobierno cumplió como señalado por la misión 
conjunta con la entrega de las propuestas legislativas ante el organismo legislativo en los 
tiempos señalados en la misión conjunta del año pasado.  

No obstante, tenemos desafíos para el cumplimiento de nuestras obligaciones, y la 
aplicación efectiva del Convenio en materia de las cuestiones normativas, es que en marzo de 
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2023, hemos requerido la asistencia técnica a la OIT para que puedan apoyar a ese alto 
organismo con examinar las propuestas legislativas, quedando a la espera que haya una 
respuesta afirmativa, como siempre ha sido, de la Oficina, y apoyados ahora con los fondos 
que la Unión Europea aporta a través del Programa de Asistencia y Cooperación que se ha 
materializado desde septiembre de 2022 que agradecemos, y que aunado a los esfuerzos 
gubernamentales; nos permitirán alcanzar con mayor certeza lo comprometido.  

4) Respecto a la puesta en práctica del Convenio, debo señalar que agradecemos el apoyo y 
la asistencia técnica de la OIT sobre el registro público de sindicatos y que, el Gobierno se 
permite referir que se han hecho avances significativos en la campaña de divulgación 
sobre la libertad sindical y la negociación colectiva, entregando afiches en 18 
departamentos priorizados de la República de Guatemala, los que inicialmente contarían 
con los logotipos de las organizaciones de los sectores empleador y trabajador más 
representativas; sin embargo en respeto a las consideraciones manifestadas por el sector 
trabajador, se ha socializado dicha sensibilización únicamente con el logotipo del 
Gobierno. Cabe enfatizar que la información relativa a la campaña de sensibilización a la 
libertad sindical ha sido compartida con la subcomisión de cumplimiento de hoja de ruta 
de la Comisión nacional tripartita de relaciones laborales y libertad sindical. Destaco que, 
el sector trabajador saludó en la reunión del 31 de mayo de 2023 la iniciativa de la Fiscal 
General de la República de Guatemala, en realizar una campaña de divulgación sobre la 
libertad sindical, en la que requería su acompañamiento en la puesta en marcha de esta. 
Debo subrayar nuevamente que nuestra mayor fortaleza ha sido y sigue siendo, el diálogo 
tripartito en el seno de la Comisión nacional tripartita, espacio que ha contado con la 
participación de la Fiscal General. Cedo la palabra al señor Secretario contra la Corrupción 
del Ministerio Público de Guatemala, para que ahonde en el tema. 

Representante gubernamental, Guatemala (Sr. ÁVILA VÁSQUEZ) - Respecto a la 
urgencia de investigar todos los actos de violencia contra dirigentes sindicales y sindicalistas, 
para deslindar las responsabilidades y sancionar tanto a los autores materiales como 
intelectuales de los hechos, tomando plenamente en consideración las investigaciones, las 
actividades sindicales de las víctimas, el Ministerio Público de Guatemala se permite señalar 
que para 2017 se contaba con 64 fiscalías en municipio. Actualmente, por el adecuado uso del 
presupuesto se tiene a la presente fecha, una cobertura en 340 municipios existentes en toda 
la República de Guatemala; es decir, un 100 por ciento de cobertura a nivel nacional, 
ofreciendo un efectivo acceso a la justicia para todas y todos los guatemaltecos en sus propias 
comunidades; permitiendo que, en casos donde se vean afectados dirigentes sindicales o 
sindicalistas, el Ministerio Público pueda generar las acciones necesarias para atender las 
denuncias. Ello a través de la implementación de un sistema integral de casos con atención en 
24, 48 y 72 horas en casos nuevos. 

Para la obtención de resultados inmediatos y cruciales para la presentación de 
requerimientos fiscales oportunos ante juez competente, actualmente el Ministerio Público 
obtuvo la certificación de calidad ISO 9001-2015 en 273 de esas 340 fiscalías en municipio, 
encontrándose en proceso de certificar todas las fiscalías a nivel nacional.  

A ello debo referir que dada la importancia de la temática y en observancia al 
cumplimiento de las obligaciones del Estado de Guatemala, desde 2019 se cuenta con una 
fiscalía de carácter especializado para atender temas de delitos contra operadores de justicia 
y sindicalistas, la cual está en proyecto de ser certificada bajo la misma norma de calidad, con 
lo cual se busca dar una respuesta diferenciada de conformidad con las necesidades del sector 
sindical. Ello conteste a la dinámica del fenómeno criminal.  
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En cuanto a los casos antiguos, se han analizado de manera profunda y atendiendo a las 
instrucciones fiscales para dar respuesta a los mismos y con ello reducir la mora fiscal.  

Es importante reiterar que el Ministerio Público es una entidad autónoma y auxiliar de la 
administración de justicia y que toda la fiscalía general o Ministerio Público, como 
representante del poder público en materia de investigación y persecución penal, es un pilar 
fundamental en la construcción de un Estado de derecho que garantiza el cumplimiento de la 
ley, el debido proceso y el respeto a los derechos humanos, razón por la cual ,de no cumplir su 
función legal, esta omisión implicaría impunidad. 

El derecho de denuncia ciudadana jamás puede ser limitado o restringido y en los casos 
de las denuncias presentadas por líderes sindicales y sindicalistas en Guatemala estas reciben 
un tratamiento especializado, tomando como base la instrucción núm. 1-2015 para la 
investigación y persecución penal efectiva de los delitos cometidos en contra de trabajadores 
sindicales y otros defensores de derechos laborales y sindicalistas que está emitida por la Fiscal 
General del Ministerio Público ,en la cual se resalta la importancia de trabajar de la mano con 
la población sindical para la provisión de información esencial ante las denuncias presentadas, 
en las cuales las víctimas son sindicalistas. Reitero que las mismas son atendidas e investigadas 
en forma objetiva, imparcial y científica. Las sentencias de tipo condenatorias o absolutorias 
conforme a la legislación guatemalteca no son las únicas formas de resolver o dar respuestas 
a las denuncias. 

Recordando los propósitos y principios regulados en la Carta de las Naciones Unidas, se 
hace necesario el respeto al debido proceso que cada caso en particular avance conforme lo 
establece la ley para que al momento que sea emitida la resolución judicial esta sea la que 
determine con certeza jurídica el accionar del Estado de Guatemala con respeto al principio de 
legalidad. En ese marco la señora Fiscal General de la República, acompañada por su equipo 
técnico, al cual me honro integrar, hemos participado en tres reuniones de la Comisión 
nacional tripartita; asimismo, hemos celebrado reuniones bilaterales sostenidas con 
representantes del sector sindical con el fin de poder expresar las figuras jurídicas o 
formalidades, criterios para la aplicación, consecuencias jurídicas, metodología y 
fundamentación, como la ejemplificación de los casos. 

De la misma manera se ha hecho la invitación para que quienes deseen manifestarse en 
el interés de los casos puedan querellarse adhesivamente o se apersonen a los diversos 
procesos para así tener participación y pronunciamiento dentro de los casos tal y como lo 
determina la ley. 

Debo reiterar que este espacio de diálogo se ha efectuado con exclusividad con el sector 
trabajador. Igualmente expreso que, a solicitud del sector empleador y gubernamental en el 
seno de la Comisión tripartita nacional, se sostuvo una reunión extraordinaria, el 29 de marzo, 
la cual contó con una reunión tripartita de seguimiento el 31 de mayo, ambos del presente 
año, con el fin de explicar las figuras y consecuencias jurídicas en los casos relacionados a 
muertes de líderes sindicales y sindicalistas. 

La aplicación del archivo, según el artículo 327 del Código Procesal Penal, como fuera 
explicado en los documentos entregados a esta comisión, procede cuando no se ha podido 
individualizar al sindicado o bien se ha decretado la rebeldía en contra del mismo. Es decir, 
este no se presenta voluntariamente o no puede ser localizado. Ello no significa que el caso 
quede cerrado en definitiva, ya que solo la figura del sobreseimiento produce tal acción. El 
archivo permite que cuando se encuentren elementos para plantear un requerimiento fiscal u 
oportuno ante juez competente se pueda proseguir con los casos. Situación que ya hemos 
ejercido recientemente en la fiscalía de sección que conoce delitos contra sindicalistas a 
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reincorporarse las actuaciones al estado del planteamiento de acusación cuando los casos 
cuentan ya con elementos suficientes que permitan alcanzar la sentencia respectiva. Al 
respecto el Ministerio Público fundamenta esta decisión en la instrucción núm. 4-2005 para la 
regulación del uso del archivo en el Ministerio Público. 

Los casos denunciados por muertes de líderes sindicales o sindicalistas que conoce el 
Ministerio Público no se ha establecido que sea por móvil o ejercicio sindical. Sin embargo, el 
Ministerio Público reitera su compromiso irrestricto de cumplir con su función constitucional 
y continuar redoblando los esfuerzos institucionales para que en los casos en que sindicalistas 
sean víctimas estos sean resueltos a la brevedad posible, independientemente de los casos 
que se encuentran en investigación o cuenten con orden de aprehensión pendiente de 
ejecutar. 

Recalco que la administración del Ministerio Público es de puertas abiertas. Por lo que se 
invita a los mandantes nacionales a mantener un diálogo interactivo tripartito con las 
instituciones autónomas y organismos de estado para obtener una justicia eficaz para todas y 
todos. 

Worker members – I would like to pay tribute to brother Carlos Mancilla who passed 
away in February. He tirelessly represented Guatemalan unions at national, regional, and 
international level, particularly in the ILO. May we carry forward his vision ensuring that 
workers’ voices are heard, and their rights are protected. 

Few cases have required as much supervision from this house as that of Guatemala. 
Indeed, this is the 14th time in 20 years that this Committee has heard a case concerning either 
freedom of association or collective bargaining. While we appreciate that the ILO has spared 
no effort to address the many serious and persistent violations in the country, through the 
supervisory system, through technical capacity-building, including the continued financial and 
political involvement of several governments, through the involvement of the tripartite 
constituents and so on, it is tragic that so little progress has been made despite so much effort. 

In addition to the ILO, the Inter-American Court of Human Rights in a recent case 
recognized that Guatemala failed to respect freedom of association, including the right to 
strike. And the UN Human Rights Council, in the report of the last periodic review, in April 2023, 
raised concerns about violence against trade unionists and impunity for the crimes. But no 
matter how clear the calls have been, they have not been heard. 

Today, the ILO Memorandum of Understanding and road map, developed after a 
complaint to establish a Commission of Inquiry, remain largely dead letters, with little 
improvements. In September 2022, an ILO–International Trade Union Confederation (ITUC)–
International Organisation of Employers (IOE) mission visited Guatemala out of concern for 
the lack of meaningful action on the road map, and a one-year priority plan was adopted in 
order to focus the Government on the most pressing issues. Unfortunately, those issues have 
not been completed. For example, violence and impunity remain a very serious problem 
despite constant demands on the Government to address this urgency. Just ten months ago, 
45-year-old Hugo Eduardo Gamero González, Secretary of Conflicts of the SINEPORT Union, 
was murdered. He is only the most recent of the over 100 trade unionists who have been 
murdered since 2005.  

For years, these brutal attacks have gone unanswered. Instead of launching thorough 
investigations, we hear the Government now dismissing them as mere consequences of a 
generalized climate of insecurity in the country. This stance downplays the gravity of the 
situation further exposing trade unionists to violence and death in the course of their work. 
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By refusing to acknowledge the specific targeting of trade union leaders and allowing a 
culture of impunity for perpetrators, the Government effectively condones these acts of 
violence and perpetuates a culture of impunity. 

Anti-union dismissals in the public and private sector is routine and remain a serious 
problem. The few reinstatement orders which are granted are appealed for years, meaning 
there is no effective remedy and dissuasive sanction to address anti-union discrimination. 

We acknowledge that the Government established three specialized courts to address the 
crime of disobedience of labour and social security resolutions and expect that these courts 
will bring about meaningful results, including speedy and effective justice for anti-union 
discrimination cases, in line with the Convention. 

Other obstacles also persist, including regarding the registration of trade unions. Unions 
continue to report that employers often challenge the registration of new unions or appeal 
registration decisions. There are also several cases in which the trade union registrar of the 
Ministry of Labour rejects or seriously delays the updating of the list of union members. This 
impedes the exercise of the rights protected under the Convention resulting in low union 
density.  

With regard to the legislative reforms that the Committee of Experts has requested for 
many years, there still is no progress. In 2018, there was a tripartite agreement on some of the 
reforms requested. However, these reforms languished for years. In late 2022, following an 
ILO–IOE–ITUC joint mission, the Government submitted the bill to Congress for its attention, 
but the lack of any meaningful effort to seek its passage has meant that the bill has not moved 
and has no prospects of being adopted before the June 2023 elections. To date, no efforts have 
been made to address the matter of sectoral unions and the modalities of sectoral collective 
bargaining. With this, there are no possibilities for negotiating above the enterprise level.  

Regarding the media campaign, there has been no real commitment by the Government 
to advance an effective, forceful, and convincing national campaign to reverse union 
stigmatization and instead promote the free exercise of unionization and eradicate violence 
against our comrades. 

Finally, the efforts that have been made to create opportunities for dialogue with the 
support of the ILO are not actually leading to results for apparent lack of real political will for 
systemic change.  

The Workers’ group shares the Committee of Experts’ statement and I quote “expressing 
its concern at the persistence in law and practice of serious violations of the Convention”. The 
Committee is also right to note, regarding the priority plan, that it is “vitally important that the 
expectations generated by the identification of such actions translate into tangible progress.” 
Clearly, the Government has not met these expectations and we are deeply concerned that the 
comments of the Government here today give us little hope of tangible progress anytime soon. 

Miembros empleadores - Este es un asunto que hemos venimos abordando de tiempo 
atrás. En 2012 fue presentada una queja en relación con el artículo 26 de la Constitución de la 
OIT y fue cerrada en 2018. 

Por otro lado, en el transcurso de la evaluación en seguimiento el Consejo de 
Administración en 2013 se aprobó un memorándum de entendimiento al más alto nivel. En 
2014 se aprobó el inicio de una hoja de ruta; en 2015 se incorporaron específicamente nueve 
indicadores claves para el seguimiento de la hoja de ruta; en 2017 se llegó a un acuerdo 
tripartito sobre cuatro de los seis temas legislativos; en 2018 se instaló la Comisión nacional 
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tripartita de relaciones laborales y libertad sindical, que es un elemento muy importante, a 
través de la cual se tomaron acuerdos nacionales y adicionales, complementarios en donde se 
han generado tres subcomisiones que están deliberando distintos aspectos, incluido los temas 
internacionales que aquí nos ocupan. 

Al cierre de la queja se acordó finalmente, a partir del año 2020, tener un programa de 
asistencia técnica y, particularmente el Consejo de Administración pidió que se le hiciera un 
seguimiento a ese programa con evaluación de los indicadores establecido en la hoja de ruta, 
lo que consideramos que se ha venido cumpliendo, pues se han venido presentando informes 
al respecto acompañados reportes. 

Asimismo, se realizó una misión conjunta de la OIT, la OIE, y CSI en septiembre de 2022 
para dar seguimiento a la cooperación técnica bridada por la OIT y en la que se identificaron 
conjuntamente con la Comisión nacional tripartita una serie de acciones prioritarias para dar 
un nuevo impulso a este proceso. 

Lo anterior deja constancia, que Guatemala ha dado seguimiento a los compromisos 
tomados con los distintos órganos de esta casa. 

En concreto, en primer lugar, agradecer al Gobierno el envío de los informes que le han 
sido requeridos, mediante los cuales da cuenta de las acciones seguidas para abatir la violencia 
que tanto nos preocupa, en particular respecto de los 98 casos de muertes presentados en los 
últimos casi 20 años incluido 2022, y esto quiero dejarlo claro porque a veces se entiende que 
la cifra es de este año o del año pasado, encontramos que 26 casos tienen sentencias 
condenatorias, 10 absolutorias y 1 con una medida de seguridad, reflejada en el indicador de 
seguimiento que se tiene para los asuntos vinculados con el Convenio; también agradecemos 
los informes relativos a la actuación que ha llevado el Gobierno ante el Congreso para la 
adecuación de la ley en la forma comprometida; el nuevo registro de 29 organizaciones 
sindicales y el incremento del presupuesto para reforzar las instancias de investigación y 
justicia orientadas para que tanto en la legislación como en la práctica, se protege el ejercicio 
de las libertades y los derechos sindicales del país. 

No obstante, lo anterior, debemos expresar que el Grupo de los Empleadores rechaza 
decididamente todos los actos de violencia que han sido reportados. Lamentamos 
profundamente las muertes denunciadas y esperemos que todos los esfuerzos emprendidos 
para investigar y sancionar los actos de amenaza y violencia mencionados en el informe 
generen un verdadero cambio en la situación que prevalece; al respecto y sin doblegar nuestra 
postura, debemos reconocer que en los últimos años las defunciones prácticamente se han 
abatido, lo que debe alentar al Gobierno a seguir trabajando en la ruta planteada. 

Observamos que la asistencia técnica y las acciones de las instituciones del Estado de 
Guatemala no han sido en vano, y aunque desearíamos contar con mayores y mejores 
resultados, no debemos dejar de reconocer que se han generado avances en materia de 
investigación y sanción de los delitos atribuidos en contra de personas del movimiento sindical 
y esperaríamos que esto se extienda al resto de la sociedad. 

De igual forma es importante tener en cuenta que si bien en Guatemala sigue habiendo 
numerosas expresiones de violencia, también lo es que el Gobierno nacional ha tomado 
diversas acciones conforme a sus compromisos y la participación y determinaciones de la 
Comisión nacional tripartita e implementando diversas políticas y finalmente que, como 
hemos dicho, en otras ocasiones lamentablemente, esta forma de violencia no es exclusiva de 
los dirigentes sindicales sino están a ella expuestos la mayoría de los ciudadanos de 
Guatemala. 
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Y, desde luego, que esto no es una justificación, es una realidad y no la podemos 
esconder. Estamos ante un fenómeno social que tiene un origen y una naturaleza propia que 
debe seguir siendo atendida. 

Si bien esta circunstancia no justifica, insisto, no justifica en modo alguno ningún hecho 
de violencia, tampoco puede perderse de vista esta condición generalizada de la violencia 
puesto que constituye un importante elemento de juicio para las determinaciones de esta 
comisión. 

Bajo estas condiciones, hacemos votos para que el Gobierno siga adoptando medidas 
decisivas y eficaces para promover un clima de no violencia en el país. 

Escuché que el representante de los trabajadores expresaba que otra organización de las 
Naciones Unidas había identificado violaciones a los principios de libertad sindical y al derecho 
de huelga y nosotros quisiéramos recordar la postura de los empleadores en el sentido de que 
el tema de la huelga no corresponde a un tema relativo al Convenio y que este debe ser tratado 
conforme a las legislaciones vigentes en cada país. 

Hecha esta aclaración, sobre la protección a sindicalistas: notamos también que ha habido 
un reforzamiento que ya los representantes del Gobierno han explicado y también constan en 
los informes, todas las acciones que se han venido siguiendo al respecto. 

La Comisión de Expertos indicó en sus comentarios que, efectivamente, el Gobierno de 
Guatemala presentó oportuna y conforme a lo acordado el proyecto de ley en materia laboral 
ante el Congreso de la República. 

Al respecto y, evidentemente, a nadie nos convence que no se haya procesado esta 
iniciativa, pero ante quien estamos, es ante el Gobierno y con base a la autonomía del 
Congreso, esperemos que cuanto antes, conforme a sus procesos internos debatan y en su 
caso aprueben esta iniciativa que es tan importante y que corresponde a uno de los 
compromisos que han sido tomados por el Gobierno, entendiendo que ha cumplido con ellos. 
Ojalá, pueda realizar acciones para agilizar esto. 

El diálogo social, vemos que está funcionando la Comisión nacional tripartita de 
relaciones laborales y libertad sindical como lo establece la hoja de ruta. En fin, observamos 
que existen una serie de condiciones, y sí lamentamos que no todas las resoluciones que se 
emiten en el Poder Judicial sean determinando una responsabilidad, pero no coincidimos, 
como ya lo hemos expresado en muchas ocasiones con la opinión de la Comisión de Expertos 
que el hecho de que alguna resolución absuelva a un presunto responsable signifique 
denegación de justicia. 

La justicia es llevar a cabo los procesos que corresponden con la información que se tiene, 
los elementos de juicio y en ese caso determinar la responsabilidad de quien corresponda y 
me parece que de eso se ha dado cuenta hasta este momento por parte del Gobierno y con el 
apoyo de todas las acciones que se han venido tomando y de manera muy relevante con la 
asistencia de la OIT. 

Observo que el Gobierno realmente ante una situación que todos reprobamos y a todos 
nos preocupa, ha dado muestras de interés en aceptar todos los mecanismos que le han sido 
sugeridos, aquí vivimos en muchas ocasiones la negación de los hechos y la negación del 
apoyo y la negación de la ayuda y la verdad, desde nuestra perspectiva nos alienta ver que el 
Gobierno sigue con esta intención de hacer todo cuanto sea necesario para abatir la violencia 
y los lamentables actos reportados en el informe.  
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Miembro trabajador, Guatemala (Sr. MENDOZA ESTRADA) - A la memoria de nuestro 
compañero, el Sr. Carlos Mancilla, fallecido recientemente.  

Transcurridos varios años de iniciada la implementación de la hoja de ruta, el balance 
global es que ninguno de los compromisos de parte del Ministerio de Trabajo se ha cumplido. 
Las políticas antisindicales en Guatemala han aumentado. Son constantes los actos de 
represión, violencia y persecución en contra de sindicalistas y destrucción de sindicatos. 
Continúan las listas negras y los artículos en medios de comunicación social por parte de gente 
vinculada a algunos sectores privados que generan odio, hasta llegar a la máxima expresión 
como lo son los asesinatos de compañeras y compañeros sindicalistas. Uno de los últimos 
casos de asesinato, el del compañero Sr. Hugo Eduardo Gamero González, secretario de 
conflictos del Sindicato de la Empresa Portuaria Nacional Santo de Castilla, en Puerto Barrios, 
Izabal, del que la Comisión de Expertos se ha pronunciado en su informe de 2022.  

Hemos recibido quejas de compañeros y compañeras respecto de actitudes de fiscales 
y/o unidades del Ministerio Público en el interior de la República, en las que cuando se 
denuncian ataques en contra de sindicalistas, en casi todos los hechos se inhiben de 
conocerlos, a pesar de que este es uno de los principales objetivos del instructivo núm. 1-2015, 
en que se debe tener siempre presente el análisis de contexto en el momento de los atentados.  

Estos hechos fueron informados a la unidad de sindicalistas del Ministerio Público. 
Estamos a la espera de la respuesta correspondiente. Al final, no se han aclarado los más de 
100 casos de atentados y asesinatos de compañeros y compañeras sindicalistas que han sido 
denunciados y documentados ante esta comisión. Tampoco se ha concretado la construcción 
de un marco normativo e institucional de protección a los trabajadores ante delitos cometidos 
en su contra, mucho menos se ha avanzado en algo tan sencillo como podría ser la 
implementación de campañas de sensibilización del derecho a la libertad sindical y la 
negociación colectiva a nivel nacional. ¿Cuáles serán las razones por las que las autoridades 
ministeriales no cumplen con lo que se comprometen?   

Si bien es cierto que se ha creado la Comisión nacional tripartita de relaciones laborales y 
libertad sindical, esta se reúne sin tener ni definir objetivos claros, ni plazos; seguimos siendo 
muy críticos. Otros asuntos de interés tripartito se deberían conocer, debatir y procurar 
acuerdos en esta instancia; sin embargo, en la práctica esto no sucede. Dos ejemplos de esta 
deficiencia: para 2023 el Ejecutivo, a instancias del Ministerio de Trabajo, aprobó los salarios 
diferenciados (por regiones), sin haberse agotado el procedimiento de la Comisión nacional 
tripartita, e igual sucedió con la implementación del Reglamento para la aplicación del 
Convenio sobre el trabajo a tiempo parcial, 1994 (núm. 175). Con estos casos, tal y como hemos 
denunciado en innumerables oportunidades, se termina de precarizar a la clase trabajadora, 
especialmente del área urbana y rural en donde están los mayores bolsones de pobreza y 
extrema pobreza, con las implicaciones que esto conlleva. Es menester recordar que esta 
importante instancia ha sido creada con el aval tripartito y con el acompañamiento de OIT, 
reconociéndose la misma por medio de un acuerdo ministerial, existiendo el compromiso de 
que la misma sea correctamente respaldada por medio de un decreto ley.  

Igualmente, lo que corresponde a las observaciones de la Comisión de Expertos de larga 
data, especialmente lo que corresponde a la creación de los sindicatos de industria. Estos son 
otros dos ejemplos de incumplimiento. La hoja de ruta no demuestra avances; por el contrario, 
sí ha habido ataques a los sindicatos, sindicalistas y en particular a la negociación colectiva. 
Otro ejemplo: el proceso administrativo para la homologación de los pactos colectivos, 
criterios aplicados que han recrudecido hasta llegar a su debilitación, aunque los patronos y 
trabajadores hayan ratificado su voluntad de validar los acuerdos. El Ministerio de Trabajo hace 
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llegar nota, fechada 1.º de junio de 2023, en la que informa del mecanismo que aplica para el 
trámite administrativo de la homologación de pactos colectivos del sector público, aunque de 
todos es sabido que esos criterios son los que están aplicando desde hace más de dos años.  

Este tema es permanentemente cuestionado por las organizaciones sindicales, por las 
implicaciones adversas para la clase trabajadora en general; además, atenta en contra de 
preceptos constitucionales, que consagra la negociación colectiva como un medio de 
superación de los derechos sociales mínimos de los trabajadores y las trabajadoras. El 
Ministerio de Trabajo como principal garante de las normas laborales, se ha convertido en el 
principal obstáculo para el desarrollo positivo de los mismos procesos de negociación y de 
organización sindical, de allí que haya graves retrocesos, especialmente en lo que a la libertad 
sindical y negociación colectiva corresponde, en total contubernio con los patronos.  

Por el contrario, existen otras iniciativas de leyes laborales que son regresivas para los 
trabajadores y al final para el país, sin agotar la debida consulta a los sindicatos durante su 
elaboración; por ejemplo, se han propuesto reformas al Código Penal que incluye artículos que 
penalizan la negociación colectiva y criminaliza la acción y la gestión sindical.  

Por otro lado, el organismo judicial ha elaborado la iniciativa del Código Procesal Laboral 
y de la Seguridad Social, que incluso evidencia serios retrocesos respecto a la legislación 
laboral actual. También está en trámite y discusión una ley que criminaliza la protesta social y 
sindical. Estamos en situación de total indefensión.  

Por último, también es necesario indicar que, en pocos días, nuestro país estará eligiendo 
nuevas autoridades nacionales, las cuales estarán asumiendo sus cargos en enero de 2024. El 
ambiente sociopolítico en general es de total incertidumbre para las trabajadoras y los 
trabajadores y en especial para el movimiento sindical guatemalteco no hay buenos augurios, 
tenemos serias dudas de que los nuevos gobernantes asuman la responsabilidad de cumplir 
con la hoja de ruta. Ante este complejo escenario, seguimos insistiendo en que es urgente y 
necesario que se decida por la instalación inmediata de una comisión de encuesta para 
Guatemala. 

Miembro empleador, Guatemala (Sr. GONZÁLEZ-CAMPO HINOJOSA) - En primer lugar, 
no quisiera dejar de expresar nuestro más sentido pésame al sector trabajador, en especial a 
los Sres. Francisco Mendoza, Julio Coj y Luis López, por el fallecimiento del Sr. Carlos Mancilla, 
un reconocido sindicalista, amigo personal y luchador por la causa trabajadora, cuya presencia 
fue muy frecuente en estas conferencias.  

Como lo mencionó el Sr. Leemans, su partida, sin duda, es una enorme pérdida para los 
trabajadores internacionales, para los compañeros en Guatemala y para todos nosotros que 
tuvimos la suerte de compartir con él los espacios tripartitos, y a quien le debemos el 
compromiso de seguir trabajando por un país más justo y oportunidades para todos. 

Quisiera iniciar como lo he hecho frecuentemente por el apoyo y la paciencia que la 
Comisión de Aplicación de Normas y esta oficina ha brindado a Guatemala en estos últimos 
años. En mi calidad de presidente de la Comisión nacional tripartita de relaciones laborales y 
libertad sindical quisiera también agradecer al Gobierno de mi país y al sector trabajador por 
su participación y apoyo en la Comisión. 

Quisiera reiterar la importancia de la hoja de ruta iniciada en el 2014 y el compromiso 
absoluto del sector que represento para cumplir con ella.  

Reitero también nuestro compromiso desde el sector empleador de apoyar en todas 
aquellas reclamaciones planteadas por los trabajadores dentro de la hoja de ruta, basadas en 
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ley y sobre todo el rechazo a cualquier forma de violencia y nuestra solidaridad para quienes 
han sufrido por ella. 

Rechazo, eso sí, categóricamente el señalamiento hacia mi sector de promover el odio o 
la violencia. Me parece que esos señalamientos sin ninguna base, no solo es arbitraria sino 
poco congruente con el espíritu de respeto que debiera caracterizar a la relación tripartita. 

Aunque sin duda hay mucho por hacer en el cumplimiento de la hoja de ruta no podemos 
ni debemos dejar de reconocer los avances que se han tenido.  

Primero, la misma institución de la Comisión nacional tripartita de relaciones laborales y 
de libertad sindical y la oportunidad del diálogo social que hemos tenido a través de ella. Este 
es un espacio de muchísimo valor que requiere también de la voluntad y la valentía de las 
partes para lograr compromisos, reconocer retos, exigir resultados, pero también reconocer 
los avances logrados. Podemos lograr más, pero necesitamos de la voluntad de hacerlo, de 
participar y de aprovechar esa oportunidad que tenemos. 

Nos entusiasma, por ejemplo, ver el espíritu de trabajo que hemos tenido en las 
subcomisiones con compromiso, esfuerzo y disposición de acuerdos que desgraciadamente 
no hemos podido corresponder en el seno de la Comisión nacional tripartita. Debo señalar, 
además, la disposición de las instituciones de Gobierno de atender los compromisos de la hoja 
de ruta. Dentro de lo que se incluye:  

En la Corte Suprema de Justicia y Constitucionalidad: la creación de un Juzgado 
Pluripersonal de Paz Penal para los delitos de desobediencia en materia laboral y, el apoyo 
claro de la Corte Constitucional en asistencia a las reuniones tripartitas y su apertura a atender 
a los trabajadores. 

En el Ministerio de Trabajo y Previsión Social: la reactivación del Consejo Asesor Tripartito 
de Inspección del Trabajo y el envío de una iniciativa de ley al Congreso de la República, que 
institucionaliza la Comisión nacional tripartita de relaciones laborales y de libertad sindical.  

En el Ministerio Público: la creación de una fiscalía especializada y un aumento 
significativo de su presupuesto institucional para la atención de los delitos cometidos contra 
líderes sindicales y sindicalistas; aunado con un aumento presupuestario para la atención de 
la seguridad del sector trabajador por parte del Ministerio de Gobernación se ha fortalecido a 
la Fiscalía de Delitos contra operadores de justicia y sindicalistas con capacitación continua, 
sobre normas internacionales del trabajo y respecto a la socialización de la instrucción núm. 1-
2015 del Ministerio Público referido al manejo de denuncias de violencia antisindical. 

He de hacer notar también la apertura y disposición de la Fiscal General de la República a 
reunirse durante este año por lo menos tres veces con la Comisión nacional tripartita y las 
instrucciones a su equipo de trabajo de sostener cuantas reuniones fueran requeridas por el 
sector trabajador para abordar casos específicos. 

Respecto a las denuncias de violencia contra líderes sindicales y sindicalistas: hay un 
absoluto consenso en condenar cualquier forma de violencia y reiteramos nuestra solidaridad 
y apoyo incondicional a las víctimas y al sector trabajador en lo que definan podamos aportar. 

Dicho esto, creo que debemos anotar que el primero de los 98 casos referidos, data de 
2004, dando esto idea de lo complejo de las investigaciones de hechos sucedidos hace casi 
veinte años. Repito, ninguna muerte es justificable. Debe buscarse hacer justicia y tiene 
nuestro absoluto rechazo. 

De estos 98 casos se han tenido ya 37 sentencias de las cuales 26 son condenatorias. 
Como ya se mencionó hay 46 casos que al haberse agotado el proceso investigativo, se ha 
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aplicado una medida de archivo, pero lo que no impide de ninguna forma su apertura en caso 
de nueva evidencia. 

Me parece además que un tema tan delicado como este no podemos quedarnos en los 
números absolutos acumulados y debemos analizar las tendencias. En los últimos años el 
índice de homicidios en Guatemala ha pasado de cerca de 48 por cada 100 000 habitantes a 
menos de 20 por cada 100 000 habitantes el año pasado. En esa realidad, en la realidad que 
todos los guatemaltecos vivimos cabe notar que los 98 casos denunciados desde 2004, 
debemos lamentar reiterando, de nuevo, nuestro absoluto rechazo a cualquier acto de 
violencia, que solo hemos tenido dos casos de fallecimientos en los últimos dos años. 

¿Son estos resultados aceptables? seguramente no y tenemos todavía muchísimo por 
avanzar. 

Cualquier vida es importante y todos juntos debemos trabajar por proteger la integridad 
de cada individuo y manifestar nuestro más absoluto rechazo a cualquier acto de intimidación. 
En eso los trabajadores cuentan y contarán con nuestra solidaridad y apoyo.  

Mi mensaje hoy es que sigamos trabajando juntos en el diálogo social, pero sin anclarnos 
en un pasado que debemos superar, exigiendo siempre la justicia, pero que al mismo tiempo, 
reconoce los enormes retos que aún tenemos, y pedirles, encarecidamente, que también 
debemos reconocer y no negar los avances que hemos tenido. No niego y acepto que hace 
falta mucho por hacer pero vamos en un buen tramo. 

Logramos la firma de la hoja de ruta en el 2014 y, entonces les invito a reflexionar. 

¿Teníamos antes de 2014 un foro constituido de diálogo social?  

¿Teníamos antes de 2014 una fiscalía especializada en delitos contra sindicalistas?  

¿Teníamos antes de 2014 un juzgado especializado en temas de desobediencia en materia 
laboral para facilitar el acatamiento de reinstalaciones laborales?  

¿Teníamos antes de 2014 la apertura y exposición de las máximas instituciones de justicia 
para atender a las preocupaciones sindicales?  

¿Se tenían antes de 2014 tres reuniones en los últimos ocho meses con la Fiscal General 
de la República y el ofrecimiento de darle a las organizaciones sindicales todas las reuniones 
necesarias para dar explicaciones de cada uno de los casos que se requieren? 

En un país donde casi el 90 por ciento de los asesinatos quedan en la impunidad 
¿podemos decirles a esas personas que no han logrado justicia pero que no cuentan con una 
fiscalía especializada dedicada a resolver estos casos que, el haber obtenido 37 sentencias de 
98 casos no constituye aún un pequeño avance en la justicia? 

Aunque sin duda la resolución judicial y la condena de los responsables es importante ¿no 
debiera reconocerse que de 2004 al día de hoy hay una reducción significativa en hechos de 
violencia antisindical? 

Claro que todos queremos resultados, pero no se vale, no es justo ni constructivo el dejar 
de reconocer los avances que se han tenido. El tener resultados no es simplemente 
reconocerlos solo cuando son los que queremos. El derecho a exigir resultados requiere, 
además, un compromiso de participación decidido y permanente, y mostrar la voluntad 
política de hacerlo.  



 CAN/PV.20 13 
 

Estamos caminando tal vez muy despacio, pero seguimos dando pasos, el sector 
empleador seguirá sentado en la Mesa con la mejor voluntad de caminar y apoyar a todos los 
sectores en el camino que nos hace falta. 

Termino diciendo que por la responsabilidad que debemos a nuestros sectores, a nuestro 
país y a todos los guatemaltecos estamos obligados y reitero obligados a entendernos y buscar 
mejores oportunidades para el desarrollo. 

Las administraciones de los Gobiernos pasan y en enero de 2024 tendremos un nuevo 
Gobierno, pero los sectores trabajadores y empleadores nos mantenemos.  

De mi parte y el sector que represento ofrezco nuestra mejor disposición a cumplir con 
esa responsabilidad con la única petición de que no dejemos de caminar juntos con decisión y 
voluntad en lograr no solo la hoja de ruta sino los acuerdos que tanto necesita nuestro país. 
Es nuestra responsabilidad y obligación hacerlo y no podemos dejar de trabajar por ello. 

The sitting closed at 1.10 p.m. 

La séance est levée à 13 h 10. 

Se levantó la sesión a las 13.10 horas. 

Eighteenth sitting, 13 June 2023, 3.05 p.m.  

Dix-huitième séance, 13 juin 2023, 15 h 05  

Decimoctava sesión, 13 de junio de 2023, 15.05 horas  

Chairperson: Ms Joanna Żeber 

Présidente: Mme Joanna Żeber 

Presidenta: Sra. Joanna Żeber 

Discussion of individual cases (cont.) 

Discussion des cas individuels (suite) 

Discusión de los casos individuales (cont.) 

Guatemala (ratificación: 1952) (cont.) 

Freedom of Association and Protection of the Right to Organise Convention, 1948 

(No. 87) 

Convention (nº 87) sur la liberté syndicale et la protection du droit syndical, 1948 

Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 

(núm. 87) 

Chairperson – The verbatim PV17 concerning the discussion on the case Netherlands 
(Sint Maarten) on Convention No. 87 and verbatim PV18 concerning the discussion on the case 
Cameroon on Convention No. 122, are now available on the Committee’s web page. The 
Committee members may submit amendments to their own statements appearing in these 
verbatim PVs to the Committee secretariat by tomorrow 14 June at 4 p.m. I would also like to 
inform you that the e-vote on the programme and budget will take place today 13 June after 
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the discussion on the Finance Committee Report in Plenary from 3 p.m. to 4 p.m. The vote will 
start at 4 p.m. and will close at 9 p.m. The results of the vote will be announced at 9.30 p.m. 

Government member, Sweden (Ms BUCHT) – I speak on behalf of the European Union 
(EU) and its Member States. 

The candidate countries Bosnia and Herzegovina, North Macedonia, Republic of Moldova, 
Montenegro, the EFTA country Norway, Member of the European Economic Area, align 
themselves with this statement. 

The EU and its Member States are committed to the promotion, protection, respect and 
fulfilment of human rights, including labour rights such as the right to organize and freedom 
of association. We actively promote the universal ratification and implementation of the 
fundamental international labour standards. We support the ILO in its indispensable role to 
develop, promote and supervise the application of ratified international labour standards and 
of fundamental Conventions in particular. 

We wish to recall the commitment undertaken by Guatemala under the trade and 
sustainable development chapter of the EU-Central America Association Agreement to 
effectively implement in law and in practice the fundamental ILO Conventions. The EU and its 
Member States continue to follow the situation in Guatemala very closely. We reiterate our 
deep concern about the human rights situation, including labour rights and note a persistent 
lack of progress on reforms. We fully echo the Committee of Experts’ deep concern about the 
allegations of a new case of murder and other acts of anti-union violence committed in 2022, 
the persistence of a high degree of impunity and weak protection measures. We welcome the 
Government’s intention to continue the implementation of the road map adopted in October 
2013. However, we stress that intensified efforts are needed to fully implement the road map 
in consultation with the social partners and in accordance with the series of priority actions 
identified by the joint mission of the ILO, the IOE and ITUC undertaken in September 2022. It 
is of utmost importance that further efforts translate into tangible progress in the application 
of the Convention. 

The EU and its Member States condemn the persistent and serious acts of general 
violence, the violence against trade union leaders and members, including murders and 
physical aggression and the culture of impunity that prevails. We call on the Government to 
investigate all acts of violence against trade union leaders and members with the aim of 
determining responsibility and punishing both the perpetrators and the instigators of these 
acts, taking the victims’ trade union activities fully into consideration in the investigations. 

In line with the Committee of Experts, we continue to note with concern difficulties in 
clearing up long-standing murder cases and other acts of anti-union violence. It is regrettable 
that the majority of the murders of trade unionists have not yet resulted in convictions and 
that limited information on identification and punishment of the instigators has been provided. 
We urge the Government to strengthen the prevention, protection and response mechanisms 
in respect of threats and attacks against trade union officials and activists. If failing, this 
situation is likely to continue, if not to become worse.  

Despite numerous calls from the Conference Committee, the Government has yet not 
introduced necessary amendments to several sections of the Labour Code and Penal Code to 
secure the application of the Convention. We note with concern the continued challenges 
related to the process of trade union registration, criteria for engaging as a trade union leader, 
obstacles to the right to strike and limitations to the freedom of association in the public sector. 
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We again urge the Government to adopt, without delay, the reforms that were submitted 
by tripartite consensus to the Congress of the Republic and to make progress in the revision 
of the legislation relating to sectoral trade unions and the conditions for strike ballots  

The EU and its Member States will continue to follow and analyse the situation and remain 
committed to our close cooperation and partnership with Guatemala in the fulfilment of all its 
obligations under ILO Conventions, with a specific focus on fundamental Conventions such as 
this Convention. 

The EU reaffirms its commitment to continue cooperating with Guatemala through the 
ongoing EU financed technical assistance programme, which is implemented by the ILO. A 
close cooperation will continue with the ILO and the national tripartite constituents to achieve 
the objectives of this technical assistance programme. 

Miembro gubernamental, Colombia, hablando en nombre del GRULAC (Sra. GAVIRA 
RAMOS) - Hablo en nombre de una mayoría significativa de países de América Latina y el 
Caribe. Agradecemos la información que el Gobierno de Guatemala ha tenido a bien presentar 
el día de hoy ante esta Comisión relativa a la aplicación del Convenio  Recordamos que el 
Gobierno guatemalteco debe presentar información sobre este mismo convenio ante el 
Consejo de Administración en sus reuniones de octubre-noviembre por los tres años de 
duración del Programa de Cooperación Técnica titulado «Fortalecimiento de la Comisión 
nacional tripartita de relaciones laborales y libertad sindical en Guatemala para la efectiva 
aplicación de las normas internacionales del trabajo», para el cual se pidió financiación según 
la decisión (GB.340/INS/10), adoptada en octubre-noviembre de 2020.  

Reconocemos el llamado del Gobierno de Guatemala hecho durante la presentación del 
primer y segundo informe anual sobre la aplicación de dicho programa a otros donantes para 
contribuir financiera y técnicamente a fortalecer los recursos y esfuerzos nacionales 
destinados a implementar el programa de cooperación técnica. Las acciones que se refirieron 
hoy ante esta comisión han sido financiadas con fondos propios del Gobierno de Guatemala y 
con fondos ubicados por la Oficina, provenientes de otros programas.  

Una mayoría significativa de países de América Latina y el Caribe reconoce el compromiso 
de los mandantes guatemaltecos para fortalecer los procesos de negociación y consecución 
de acuerdos en el seno de la Comisión Nacional Tripartita de Relaciones Laborales y Libertad 
Sindical y sus subcomisiones, priorizando el diálogo social y el respeto a las normas 
internacionales del trabajo.  

Animamos a las autoridades de los tres poderes del Estado de Guatemala a continuar sus 
esfuerzos, compromisos y avances de la hoja de ruta, para consolidar el diálogo social, la labor 
desempeñada hasta ahora por la Comisión nacional tripartita y garantizar la aplicación del 
Convenio  

Una mayoría significativa de países de América Latina y el Caribe considera que 
nuevamente el Gobierno de Guatemala es objeto de examen en varios espacios del sistema de 
control de normas de esta casa. La aplicación simultánea de mecanismos para tratar las 
mismas alegaciones relativas a un país podría debilitar el funcionamiento de los órganos de 
control de la Organización. 

Miembro empleadora, Colombia (Sra. MANRIQUE SIERRA) - En primer lugar, el Grupo 
de los Empleadores rechaza decididamente todos los actos de violencia antisindical. 
Lamentamos profundamente las muertes denunciadas en los casos objeto de análisis. Sobre 
el particular, es importante resaltar que, a partir del año 2020, se acordó que Guatemala 
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contaría con un programa de asistencia técnica que ayudaría a hacer seguimiento a la hoja de 
ruta. 

Efectivamente, esa asistencia técnica ha dado frutos, y aunque siempre es deseable tener 
mejores resultados y contar con mayores recursos, sin duda es evidente que se han generado 
logros en materia de investigación y sanción en los casos de homicidios de personas del 
movimiento sindical. Estos logros se han traducido en estrategias de prevención de nuevas 
conductas delictivas de carácter antisindical. 

En segundo lugar, la Comisión de Expertos se refiere a la impunidad tratándose de la 
resolución y condena en los casos analizados en Guatemala. Frente a este tema, consideramos 
que la Comisión no debería considerar que la justicia solo opera cuando se producen 
sentencias condenatorias; también existe el desistimiento, la preclusión, el archivo de la 
investigación y la absolución, como formas de justicia, si se entiende por ésta «la garantía que 
tienen los ciudadanos de obtener respuestas razonables y oportunas de las autoridades 
independientes, en relación con los hechos denunciados». 

Es por lo anterior que vemos de manera positiva que se haya mejorado en materia de 
investigaciones, juicios y órdenes de captura por parte del Ministerio Público y la rama judicial. 
Recalcamos que los órganos judiciales guatemaltecos son autónomos e independientes y hoy 
cuentan con mayor capacidad y conocimiento técnico en comparación con años anteriores. 
Son estos órganos, y no el Gobierno ni los empleadores, quienes han llevado a cabo las 
investigaciones pertinentes, las cuales han concluido que algunos casos responden a otras 
formas y dinámicas de violencia. 

En tercer lugar, sobre el diálogo social en Guatemala, con el acompañamiento de la OIT, 
se ha profundizado en la construcción del diálogo tripartito. El tripartismo se ha consolidado 
mediante la realización de reuniones permanentes de la Comisión Nacional Tripartita de 
Relaciones Laborales y Libertad Sindical; así como en diferentes instancias del Ministerio 
Público. En estos espacios participan de forma permanente representantes de organizaciones 
sindicales y empleadores. 

Es necesario observar, además, que recientemente el Gobierno de Guatemala presentó 
ante el legislador un proyecto de reforma normativa que había sido consultado con 
interlocutores sociales para ajustar la legislación conforme a estándares internacionales. 

En este sentido, consideramos que el Gobierno no puede garantizar, al menos no en tan 
poco tiempo, resultados que no dependen del Poder Ejecutivo sino de una órgano 
democrático, autónomo e independiente como lo es el Congreso de la República de 
Guatemala. 

Finalmente, invitamos al Gobierno, trabajadores y empleadores a seguir transitando por 
el camino del diálogo social y de la negociación, que es, en definitiva, el de la reconciliación.  

Miembro trabajador, Colombia (Sr. CAISEDO VILLEGAS) - La violencia antisindical de 
Guatemala ha persistido a través de los años y, de acuerdo con los últimos informes, esta 
situación ha aumentado significativamente, lo que se comprueba con el reciente homicidio del 
compañero Sr. Hugo Eduardo Romero, quien se desempeñaba como secretario de conflictos 
del sindicato obrero en una empresa portuaria, hecho que fue objeto de pronunciamiento en 
el informe de la Comisión de Expertos en 2022. 

Este asesinato se suma a los más de 100 casos de compañeros sindicalistas 
guatemaltecos víctimas de la violación antisindical que han quedado en la impunidad. 



 CAN/PV.20 17 
 

En su informe, la Comisión de Expertos le solicitó al Gobierno la investigación, sin demora, 
de todos los actos de violencia en contra de dirigentes sindicales por el ejercicio de su actividad, 
así como en proporcionar protección eficaz a los dirigentes sindicales que se encuentran en 
situación de riesgo. 

Sin embargo, y pese a que el Gobierno informara en sus memorias sobre los avances de 
los procesos judiciales de los homicidios de nuestros compañeros, sobre el aumento 
significativo del presupuesto a la fiscalía especializada en estos delitos y sobre el programa de 
protección, lo cierto es que estas medidas no han sido suficientes para garantizar el debido 
ejercicio del derecho de libertad de asociación. 

Al respecto, vale la pena destacar lo que recordó Comisión de Expertos en el informe 
sobre el principio de libertad sindical en relación a este caso: «los derechos sindicales sólo 
pueden ejercerse en un clima desprovisto de violencia, de presiones o amenazas de toda 
índole contra sindicalistas y que incumbe al Gobierno garantizar el respeto de este principio». 

Por lo anterior, instamos al Gobierno guatemalteco a cumplir con este mandato, 
garantizando el libre ejercicio del derecho de asociación y esclareciendo a través de las 
autoridades competentes los homicidios, tanto antiguos como los más recientes, de dirigentes 
sindicales que han sido víctimas de actos de violencia, para que exista una efectiva justicia para 
sus familias y el movimiento sindical guatemalteco. 

En este marco, y en aras de evitar cualquier nuevo acto de violencia antisindical, instamos 
al Gobierno a brindar una protección adecuada a todos los dirigentes sindicales y a dar un 
nuevo impulso para el cumplimiento de la hoja de ruta aprobada en 2013. 

Miembro empleador, Honduras (Sr. URTECHO) - Nos vuelve a extrañar que en el 
presente año se vuelva a llamar a Guatemala a revisión del Convenio , ya que como se conoce 
en esta sala, desde el año 2020 se le determinó a este país un programa de asistencia técnica 
y fue el Consejo de Administración quien pidiera un seguimiento a ese programa de asistencia 
técnica y una evaluación de los indicadores de la hoja de ruta. 

Sin perjuicio de lo anterior, podemos expresar que: 1) lamentamos la violencia 
generalizada en Guatemala, ya que lo sufren todos los guatemaltecos, pero hemos visto los 
avances de la intervención progresiva y sostenible del Ministerio Público para la investigación 
y castigo de las muertes que se han señalado; 2) hemos visto los avances en el cumplimiento 
de la hoja de ruta gracias al diálogo social y el tripartismo, pero es importante volver a señalar 
que deben de participar todos los sectores para ver los avances y el éxito de la hoja de ruta; se 
ve, por tanto, con agrado, la reinstalación judicial de los trabajadores guatemaltecos en los 
puestos de trabajo; 3) hemos visto el avance en la discusión de la reforma de la legislación, el 
cual toma tiempo y mucha discusión, pero consideramos que va por buen camino y por ello 
instamos a los sectores a mantener el diálogo social para lograr la aprobación de esa 
legislación con el apoyo de la OIT. 

Hacemos un llamado a todos los sectores a que sigan con fe y esperanza, con el apoyo de 
la OIT, para el avance efectivo de la hoja de ruta y mantener el diálogo social tripartito para 
mantener la paz social de Guatemala. Solo pedimos a esta comisión que demos un apoyo a los 
sectores para lograr lo planteado en esa hoja de ruta aceptada de manera tripartita. 

Miembro trabajador, Perú (SR. MINNAYA GOÑY) - Vemos en el caso de Guatemala una 
situación muy grave, que han venido denunciando durante años los dirigentes sindicales, sin 
encontrar solución efectiva por parte de las autoridades de su país y que ahora han reiterado 
en esta comisión los miembros de la delegación sindical de dicho país.  



 CAN/PV.20 18 
 

La justicia que tarda no es justicia. Preocupa la falta de voluntad del Gobierno para 
garantizar la seguridad y la vida de los y las sindicalistas, quienes vienen siendo objeto de 
vulneración de su derecho humano a la vida y su derecho humano al libre ejercicio de la 
libertad sindical. Todo indica que continúan los crímenes y las amenazas contra la vida de 
sindicalistas sin la acción oportuna del Estado a través de sus instituciones tutelares. Al 
atentarse contra la vida de los dirigentes sindicales de Guatemala, sin una acción eficaz del 
Gobierno, se vulnera de forma grave el Convenio, así como la misma Declaración Universal de 
Derechos Humanos. 

Con la impunidad se genera un duro golpe a la masa trabajadora afiliada, quienes 
comienzan a percibir que, por ejercer el derecho de libertad sindical, tu vida estará en riesgo 
permanentemente, y esto afecta al propio desempeño de las funciones sindicales de llevar 
adelante una gestión en beneficio de la clase trabajadora. Consideramos, asimismo, grave 
estos hechos, porque, a pesar de las innumerables oportunidades en que las instituciones 
tutelares en el seno de la OIT han denunciado estos crímenes y la falta de acción oportuna de 
l, estas conclusiones y recomendaciones no han sido tomadas en cuenta.  

Con las elecciones que se desarrollarán en pocos días en Guatemala y la toma de mando 
de nuevas autoridades, instamos a la Comisión para que remita comunicación oficial 
anunciando la visita de una comisión de encuesta que ha invocado la delegación sindical y que 
nosotros respaldamos. 

Membre gouvernemental, Suisse (M. DURIG) – La Suisse est préoccupée par le climat 
de violence et de répression qui règne au Guatemala à l’encontre des syndicalistes. Les 
menaces et les actes de violence dont sont victimes les représentants des organisations de 
travailleurs constituent des violations graves des droits fondamentaux reconnus par la 
convention La Suisse condamne ces actes et rappelle que les travailleurs doivent pouvoir 
exercer leurs droits syndicaux sans que cela ne puisse porter atteinte à leur intégrité physique 
ou psychique. La Suisse a pris note de l’augmentation du budget alloué au parquet du 
ministère public spécialisé dans les infractions contre le personnel judiciaire et les 
syndicalistes. Nous souhaitons insister sur l’importance d’un accès à une justice indépendante 
et exempte de toutes restrictions. 

La Suisse rappelle également que les travailleurs doivent pouvoir se former en association 
librement, sans que ce processus ne puisse être entravé. À cet égard, nous prions le 
gouvernement guatémaltèque de prendre les mesures nécessaires pour garantir pleinement 
le droit d’association. 

Le gouvernement de la Suisse prend note des informations transmises par le Guatemala, 
notamment le renforcement des mesures de prévention et de protection contre les violences 
antisyndicales ainsi que l’augmentation des enquêtes et décisions judiciaires sur des affaires 
relatives aux décès de représentants syndicaux. Nous encourageons le gouvernement du 
Guatemala à poursuivre et renforcer ses efforts pour garantir la sécurité des syndicalistes dans 
l’exercice de leurs droits. La Suisse exprime l’espoir que les actions prioritaires identifiées par 
la mission conjointe de l’OIT, l’OIE et la CSI seront mises en œuvre par le gouvernement du 
Guatemala afin d’assurer l’application, en droit et dans la pratique, de la convention. 

Miembro empleadora, Costa Rica (Sra. GÓMEZ LÓPEZ) - En este momento 
consideramos relevante apoyar y resaltar los aciertos que el Gobierno de Guatemala, de la 
mano del diálogo social, ha logrado. 

Como ya hemos indicado antes, sabemos que esta herramienta tiene como consecuencia 
resultados exitosos que permiten solucionar temas de índole laboral, social y económico. 
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Guatemala ha logrado encontrar soluciones prácticas y reales para la problemática que se le 
presenta, siguiendo a su vez las sugerencias de la Comisión de Expertos y el Consejo de 
Administración de la OIT. 

Resaltamos las acciones legislativas que el Gobierno de Guatemala ha impulsado a lo 
largo de estos últimos años, tales como, en primer lugar, la solicitud de la Comisión nacional 
tripartita de la creación de dicho espacio mediante ley, lo cual debe considerarse como un gran 
avance. En segundo lugar, por seguir la recomendación derivada de la misión en conjunto de 
la OIT, la OIE y la CSI, y, en tercer lugar, porque el fortalecer una instancia tripartita mediante 
una ley de la República, cuya finalidad es ser un espacio de diálogo que trabaja para promover 
el cumplimiento de los compromisos internacionales garantiza su sostenibilidad en el tiempo 
y le otorga seguridad jurídica. Esta comisión, a su vez, se encuentra integrada por tres 
Subcomisiones que han logrado grandes avances en la materia, la Subcomisión de 
cumplimiento de la hoja de ruta, la Subcomisión de mediación y resolución de conflictos y la 
Subcomisión de legislación y política laboral. En cuarto lugar, está la discusión de la reforma 
legislativa en materia de sindicato de industria y negociación sectorial, de conformidad con los 
acuerdos tripartitos de marzo y agosto de 2018 considerando lo establecido por el Convenio  y 
el Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949 núm. 98, esta es 
información que el Gobierno ha estado orientando conforme a la solicitud que se le realizó. 

Es con este tipo de acciones que los interlocutores sociales a través del diálogo social y 
con asistencia técnica de la OIT, esperan alcanzar la armonización entre la legislación nacional 
y la internacional, logrando además fortalecer la institucionalidad de la Comisión nacional 
tripartita en relaciones laborales y libertad sindical. 

Resaltamos los avances en la reforma a la legislación ya que son positivos, dan seguridad 
jurídica a todas las partes y poseen apoyo de los sectores. Sabemos que hacer cambios al 
ordenamiento jurídico especialmente si se trata de leyes es un proceso lento que requiere 
mucho diálogo, propuestas, acuerdos y soluciones para un bien mayor; sin embargo, es mejor 
hacerlo despacio y correctamente, ya que crear leyes con el único objetivo de buscar una 
solución fácil y rápida a problemas sumamente delicados, crea el riesgo de crear normas que 
no tienen una aplicación práctica. 

Instamos al Gobierno de Guatemala a continuar con todas las acciones que ha realizado 
hasta el momento de buena fe y con voluntad, de la mano de una de las herramientas más 
importantes para lograr avances reales que se mantengan en el tiempo: el diálogo social. 

Membre gouvernementale, Canada (Mme HANSBURY) – La liberté syndicale, telle que 
pensée et conçue dans la convention ne saurait être exercée effectivement que dans un climat 
libre de violence, d’intimidation ou de menaces de quelque nature que ce soit. 

Il incombe aux gouvernements d’assurer le respect de ce principe. Pourtant, depuis plus 
de quinze ans, la commission d’experts, le Conseil d’administration et la présente commission 
ont examiné des allégations relatives à de graves actes de violence à l’encontre des leaders 
syndicaux au Guatemala, incluant des allégations de meurtre de leaders syndicaux. 

Alors que nous remercions le gouvernement du Guatemala quant aux nouvelles 
informations fournies à la commission, nous souhaitons néanmoins rappeler que tous les 
actes de violence contre les leaders syndicaux et sociaux doivent faire l’objet d’enquêtes 
sérieuses et, le cas échéant, les auteurs de ces actes doivent être sanctionnés, de manière à 
mettre fin au climat d’impunité au Guatemala et d’assurer une réelle protection des travailleurs 
et de leurs représentants. 
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Le Canada apprécie les résultats de la mission conjointe menée par l’OIT, l’Organisation 
internationale des employeurs et la Confédération syndicale internationale, en vue de faire le 
suivi de la feuille de route approuvée par le gouvernement du Guatemala en 2013. Le Canada 
note que cette mission a donné un nouvel essor à la feuille de route, y compris pour ce qui 
concerne la réforme du droit du travail recommandée par la commission d’experts depuis plus 
de dix ans. 

Tout en reconnaissant les efforts du gouvernement du Guatemala et des partenaires 
sociaux dans les dernières années, il demeure néanmoins clair que beaucoup de travail reste 
à accomplir, notamment pour mettre fin à l’impunité et à la violence contre les leaders 
syndicaux. 

Le Canada demande au gouvernement du Guatemala de prioriser et de continuer à 
travailler vers la protection effective de tous les leaders syndicaux et des travailleurs se 
trouvant dans une situation de risque, de manière à prévenir tout acte de violence 
antisyndicale; à travailler vers des progrès tangibles concernant la révision de la législation 
relative aux syndicats sectoriels et aux conditions pour le vote de grève; et à travailler, 
finalement, à la mise en œuvre des campagnes de sensibilisation sur le droit à la liberté 
d’association développée en consultation avec les partenaires sociaux. 

Le Canada en appelle également à une protection effective des leaders syndicaux et 
encourage vivement le gouvernement du Guatemala à multiplier les efforts pour traduire en 
justice les auteurs de crimes contre les leaders syndicaux dans les meilleurs délais et 
conformément aux principes de l’état de droit. 

Nous encourageons vivement le gouvernement du Guatemala à continuer de travailler de 
manière étroite avec l’OIT et à requérir son assistance technique lorsque nécessaire. 

Miembro trabajador, República Bolivariana de Venezuela (Sr. DÍAZ) - Hemos tomado 
nota y recibido información por parte del delegado de los trabajadores de Guatemala, sobre 
las observaciones presentadas por el bloque autónomo global de los trabajadores de ese país 
sobre el reiterado incumplimiento de la hoja de ruta y el acuerdo tripartito suscrito por parte 
del Gobierno de Guatemala, el sector de los empleadores y los trabajadores sobre los 
Convenios números 87, 98 y el Convenio sobre la discriminación (empleo y ocupación), 1958 
(núm. 111). 

En este sentido la delegación de trabajadores de la Central Bolivariana Socialista de los 
Trabajadores (CBST) de la República Bolivariana de Venezuela, quiere solicitar que se aceleren 
las acciones por parte de la OIT para continuar con el programa de asistencia y cooperación 
técnica y avanzar en la hoja de ruta. Es importante mencionar que, a pesar de los esfuerzos 
realizados por la Oficina de la OIT, desde que se suscribió el acuerdo tripartito, los hechos que 
lo motivaron se han incrementado exponencialmente. Van más de 100 asesinatos de 
dirigentes sindicales que no han sido aclarados por las autoridades de Guatemala. Han 
aumentado también las amenazas a los dirigentes sindicales y a algunos miembros de la 
Comisión Nacional Tripartita. Los trabajadores de la República Bolivariana de Venezuela nos 
solidarizamos con los trabajadores de Guatemala y solicitamos a la OIT acciones contundentes 
a través de una comisión de encuesta para poner freno a esta grave situación. 

Government member, United States of America (Ms RODRÍGUEZ) – This is the 
Conference Committee’s second time discussing the Government of Guatemala’s compliance 
with the Convention since closure of the long-standing article 26 complaint at the November 
2018 Governing Body. We thank the Government for providing additional information to this 
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Committee in response to the Committee of Experts’ recent observations and last year’s 
discussion. 

The Government reports on various measures it has taken to address long-standing 
issues and recommendations, particularly efforts to implement the 2013 road map, the March 
2018 tripartite agreement, and the follow-up to the September 2022 tripartite joint mission to 
the country. 

We note that the Government reports a significant increase in the budget allotted to the 
Office of the Special Prosecutor for Crimes against Judicial Officials and Trade Unionists, 
continued coordination with the Public Ministry to provide protective measures to trade 
unionists at risk, and the roll out of improved procedures for issuing union credentials. We 
welcome these measures as initial, partial steps. 

At the same time, we remain deeply troubled by the lack of progress on key issues and 
recommendations. We note that the Committee of Experts expresses concern regarding the 
persistence in law and practice of serious violations of the Convention. The Committee of 
Experts regrets that, since 2005, it has been examining allegations of serious acts of violence 
against trade union leaders and members, including numerous murders and situations of 
impunity. 

The Committee of Experts also notes lack of progress in legislative amendments needed 
to remove obstacles to workers’ right to strike, facilitate the establishment of sectoral trade 
unions, and allow non-Guatemalan workers to be elected trade union leaders, among others.  

We call on the Government to fully implement all outstanding recommendations from the 
various ILO supervisory bodies. To that end, we urge immediate and effective action to: 
improve investigative processes and increase prosecutions of those responsible for acts of 
violence and murder against trade unionists; recognize threats, intimidation, and harassment 
against trade unionists as acts of violence; create a safe, enabling environment that allows all 
workers to freely exercise their rights, including strengthening of mechanisms to protect 
workers’ rights; adopt legislation to bring its laws in line with international labour standards 
on freedom of association and the right to collective bargaining, including by institutionalizing 
the National Tripartite Committee, and to give effect to the decision on the right to strike 
reached by tripartite consensus; continue to improve the system for registering trade unions 
and collective bargaining agreements; and ensure that remedies following anti-union 
dismissals or retaliation are enforced without delay. 

This will require the Government to provide the labour inspectorate with additional 
resources to effectively operate in all regions of the country, particularly in the agriculture and 
maquila sectors, where labour law violations related to freedom of association and the right to 
collective bargaining persist. 

The United States of America remains deeply committed to working with the Government 
to advance internationally recognized workers’ rights in Guatemala, including through the joint 
Department of Labor and the Ministry of Labour and Social Welfare (MTPS) work plan, as well 
as through Department of Labour funded projects to help improve labor law enforcement. We 
also urge the Government to continue working in close cooperation with the ILO, social 
partners, and other relevant partners. 

Miembro empleador, Estado Plurinacional de Bolivia (Sr. CARRASCO QUINTANA) – De 
manera recurrente, esta comisión ha venido tratando desde el año 2000 la discusión del caso 
de Guatemala por el incumplimiento del Convenio. En tal contexto, debe considerarse por 
descontado y que resulta absolutamente inaceptable que puedan existir asesinatos y por 
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supuesto quienes fueran responsables de tales y delictuosos hechos deben ser sancionados 
con todo el rigor de la ley. 

Sin embargo, es también evidente que este tipo de hechos tan sensibles debe motivar 
una política integral de prevención para evitar cualquier forma de delito, lo que no solamente 
pasa por establecer el número de sentencias condenatorias que se hubieran emitido, sino que 
debe atacarse el origen y el fondo del problema determinando las causas que hubieran podido 
originar estos hechos. En ese marco, existen indicadores que permiten evidenciar que 
Guatemala tiene importantes avances en la opción de medidas que buscan otorgar mayor 
protección a la dirigencia sindical. Siendo muestra de ello la existencia de instancias 
especializadas en la protección de los dirigentes sindicales, no solo a nivel de la Fiscalía para 
fines investigativos, sino también para efectos de prevención y protección a través del 
Ministerio de Gobierno, medidas que no son habituales en otros países, pero que se entiende 
que fueron desarrolladas en Guatemala precisamente para poder responder a la necesidad de 
avanzar en la lucha contra los actos delictivos en contra de la dirigencia sindical. 

Debemos ser conscientes de que, si bien sería idóneo, no existe una fórmula mágica para 
acabar de un día para otro con la delincuencia en general, siendo por el contrario el resultado 
de un proceso que, en su mayoría, comprende un largo periodo de tiempo hasta promover la 
concienciación de toda la población. 

Estoy seguro de que todos deseamos que Guatemala pueda alcanzar todos los objetivos 
que se han planteados en este tema. Por lo descrito, debemos alentar para que las autoridades 
de Guatemala y todos sus actores puedan continuar con los avances que se han venido 
teniendo en la lucha contra todos los actos delictivos que originaron las reiteradas 
observaciones a la forma de aplicación del Convenio. 

Miembro Trabajador, España (Sr. VEGA DIAZ) - Intervengo también en nombre de la 
Federación Nacional de Sindicatos (FNV) de los Países Bajos y la Central Nacional de Sindicatos 
(TUC) del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte. 

Guatemala es, lamentablemente, un caso recurrente en las últimas décadas en esta 
comisión. Como se ha mencionado aquí por todas las partes, los asesinatos de sindicalistas 
son el punto culminante del contexto antisindical en Guatemala, cuyo fondo es la ausencia de 
libertad sindical.  

Como bien recoge el informe de la Comisión de Expertos, las violaciones a la libertad 
sindical en Guatemala abarcan una amplia gama de situaciones además de la violencia y los 
altos niveles de impunidad. Voy a centrarme en uno de estos aspectos, que es la falta de 
cumplimiento de las ordenes de reinstalación. 

La misión conjunta de la OIT, la OIE y la CSI del pasado año confirmó la existencia de una 
conjunción de factores legales, institucionales y prácticos que obstaculizan el efectivo 
funcionamiento de la justicia en materia de discriminación antisindical en general, y en el 
cumplimiento de las órdenes de reinstalación, en particular. 

Por su parte, tras la discusión del caso de Guatemala del pasado año, la Comisión de 
Expertos fue enfática respecto de la situación comprobada del contexto antisindical en el país, 
deplorando y lamentando no solo la violencia e impunidad, sino también pidiendo al Gobierno 
de Guatemala que tomara medidas para «garantizar que las decisiones judiciales de 
reincorporación al empleo tras los despidos antisindicales se ejecuten sin demora»; pero, la 
situación en Guatemala sigue sin mejorar, existen incluso casos en que los trabajadores 
continúan esperando la reinstalación en sus puestos de trabajo después de casi cinco años de 
ser dictada la disposición. El incumplimiento de las órdenes judiciales de reinstalación es una 
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práctica llevada a cabo tanto en el sector privado como en el público, especialmente, por parte 
de los gobiernos locales. 

Quiero recordar que este asunto de la reinstalación forma parte de la hoja de ruta 
presentada por el Gobierno de Guatemala tras consultas con los interlocutores sociales y bajo 
el auspicio de la OIT. 

Precisamente, el punto 7 de la hoja de ruta refiere que «es importante y urgente que las 
sentencias de los tribunales laborales sean cumplidas y ejecutadas» y entre las acciones que 
contemplaba la hoja de ruta se incluye que la unidad de verificación de reinstalaciones debería 
garantizar el cumplimiento de las sentencias. El plazo que la hoja de ruta establecía para esta 
acción era de 60 días; han pasado esos 60 días; en realidad, aproximadamente, han pasado 
4 000 días.  

Los sindicalistas de Guatemala, conviviendo con la violencia y la impunidad que ya es 
cotidiana, han demostrado un admirable compromiso con la búsqueda de soluciones para 
garantizar el cumplimiento del Convenio; pero, lamentablemente, resulta evidente la falta de 
compromiso del Gobierno guatemalteco con la cuestión del cumplimiento y ejecución de las 
sentencias de reinstalación.  

Por estas razones, pedimos a la Comisión que inste con la mayor de las exigencias al 
Gobierno de Guatemala a cumplir con lo dispuesto en el Convenio.  

Por último, quiero recordar que la última vez que tuvimos la ocasión de hablar con el 
compañero y amigo Sr. Carlos Macilla, nos hablaba de las amenazas recibidas por él y por su 
familia. En su recuerdo y ejemplo. 

Miembro gubernamental, República Dominicana (Sra. DE LA CRUZ VARGAS) - 
Saludamos los esfuerzos gubernamentales hoy apoyados por el Ministerio Público, para el 
cumplimiento del Convenio, e instamos a que continúe redoblando los esfuerzos hasta 
alcanzar a cumplir con la aplicación total del Convenio. 

Worker member, Republic of Korea (Ms RYU) – Guatemala and Korea have celebrated 
60 years of diplomatic relations last year. Guatemala is the largest market for Korean goods in 
Central America and the textile industry accounts for around 80 per cent of South Korea’s 
investment in Guatemala. Around 150 textile and garment factories are owned by Koreans. But 
it is precisely this sector that has seen some of the most serious violations against workers and 
trade unionists. In 2015, the Korean Federation of Trade Unions (KCTU) and the Korean human 
rights NGOs jointly conducted field research on human rights and trade in human rights 
violations in Guatemala. At that time numerous violations were reported including non-
payment of wages or paying below the minimum wage, non-payment of social security 
contribution after deducting from workers, being forced to work for long hours and poor 
sanitary conditions. In some cases, owners have closed down their factories and reopened 
under different names and have carried out massive dismissals as a means of evading their 
legal responsibilities to their workers. However, as seen in the Committee of Experts’ report, 
these violations of law and infringement on workers’ rights are really persistent until today, 
including in Korean-owned garment factories. In April of this year, when 300 workers in a 
Korean-owned factory tried to organize a union, the management began an anti-union 
campaign and witch-hunt to find the workers who spoke up about their issue to form a union. 
In another factory, where 40 union members and leaders were fired in 2013 but still not 
reinstated, the management refused to sign a collective bargaining agreement despite a court 
order from arbitration court ordering the company to finalize or implement the agreement. 
Another example is when the workers formed a new union in 2022, and the company refused 
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to grant union leave even though it is guaranteed under the law. The result is that, as it has 
been extensively reported by the Committee of Experts, the unionization rate in the sector is 
below 1 per cent and only one collective agreement covering the maquila sector has been 
known in recent years. The Government must, without delay, fulfil its commitment to the 
International Labour Organization and cease all obstacles to the exercise of trade union rights 
and collective bargaining in the maquila sector and to intensify initiatives for the effective 
promotion of these rights. 

Miembro empleador, Panamá (Sr. LEDEZMA) - Tal como expresó el señor Ministro de la 
República de Guatemala, este es un asunto que hemos venido abordando desde tiempo atrás, 
por lo que es un caso en seguimiento con avances significativos que no podemos dejar de 
reconocer. En ese sentido, el Gobierno ha expresado de manera clara que lamenta la muerte 
que ha ocurrido producto de la violencia generalizada en el país. Esa violencia generalizada no 
solo la han sufrido los sindicalistas sino también empresarios y la población en general. 

Dentro de esta situación hemos visto los avances progresivos y sostenidos reportados por 
el Ministerio Público en la investigación de los casos denunciados. Y en base a esas 
investigaciones el Ministerio Público ha dictado, en 2020, 25 sentencias; en 2021, 28 
sentencias, y entre 2022 a febrero de 2023, ha dictado 37 sentencias. Es importante destacar 
que la República de Guatemala vive en un Estado de derecho, donde todos están sometidos a 
la Constitución y la ley. En ese sentido, el Ministerio Público tiene libertad para investigar todos 
los casos que ocurran en el país. 

Del mismo modo, los procesos jurisdiccionales se han llevado bajo el principio del debido 
proceso, donde todas las partes tienen libertad e igualdad probatoria y de contradictorio. 
Todas las sentencias dictadas han sido proferidas en base a los principios de independencia 
judicial, de modo que han sido dictadas por tribunal competente, en base a las pruebas, y con 
fundamento en la ley. Estamos seguros de que la Comisión de Expertos no busca que el órgano 
ejecutivo influya en los casos que investiga el Ministerio Público. Ni que el órgano Judicial 
juzgue a favor o en contra. Eso sería romper el principio de separación de poderes, 
fundamental para el Estado de derecho y la vida en sociedad. 

El Gobierno ha demostrado aquí con la presencia del Ministerio Público, de la Corte 
Suprema de Justicia y de la Corte Constitucional, que ha hecho avances significativos, por lo 
que este caso es un caso en progreso y consideramos que así debe ser reflejado en las 
conclusiones. 

Worker member, Botswana (Mr BUTALE) – I speak on behalf of the workers of Botswana 
and the Commonwealth Trade Union Group aligns to this statement. According to the 
International Trade Union Confederation (ITUC) Workers Rights Index, the climate of violence 
against trade unionists has earned Guatemala the infamous distinction of being the most 
dangerous country in the world for trade unionists. The repercussions of Guatemala’s climate 
of violence against trade unionists extend far beyond its borders. Indeed, the world is 
watching, and the international community is well aware of the atrocities taking place in 
Guatemala. Even in Botswana, a country situated thousands of kilometres away, the plight of 
Guatemalan trade unionists has not gone unnoticed. The news of violence, intimidation, and 
the denial of basic workers' rights reverberates throughout the global community, reminding 
us of the urgency to address this pressing issue. It is a climate where, expressing dissent, 
advocating for better conditions of work, and fighting for the rights of workers can lead to 
harassment, threats, and often death. 

Furthermore, we must highlight Guatemala’s reiterated violations of the Convention. 
Every year we hear of serious violations indicated by the Committee of Experts and the 
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Committee. By targeting trade unionists and subjecting them to violence, Guatemala flagrantly 
disregards the principles enshrined in the Convention. It is not only a breach of its obligations 
under international law but also a betrayal of the workers who strive for a fair and just society. 
We call upon the Guatemalan Government to take immediate and effective measures to 
protect trade unionists, to investigate and prosecute those who are responsible for violence 
and intimidation, and to create an environment where workers' rights can be exercised without 
fear. Finally, the Government must fulfil its commitment to fully implement the ILO road map 
by introducing safeguards and mechanisms that protect the rights of workers, promote 
dialogue, and foster a culture of respect for trade unions. 

Worker member, United States of America (Mr GOTTWALD) – Once again, this 
Committee is discussing Guatemala’s ongoing and egregious failure to comply with the 
Convention. Despite decades of engagement by the ILO’s supervisory mechanisms, technical 
assistance projects and bilateral engagement by several Member States, Guatemalans 
continue to place their lives and livelihoods at risk for supporting trade unions. In August of 
2022, 45-year-old Hugo Eduardo Gamero González, Secretary of Conflicts for the National Port 
Workers’ Union was assassinated in a targeted shooting. As has been noted, he is only the 
latest of over 100 trade unionists to have been murdered since 2005. Beyond the issue of 
violence, the Government of Guatemala has still not adopted the legislative reforms identified 
by the Committee of Experts to address barriers to the formation of sectoral trade unions and 
to guarantee the right of public sector workers to strike. 

In addition, anti-union dismissals in the public and private sector remain a serious 
problem. In the rare cases where judicial orders for re-instatement are retained, they are 
routinely ignored by employers without consequence. We welcome the renewed focus on 
completing the established road map that came out of the 2022 ILO–IOE–ITUC joint mission, 
however, we also caution that over the past 20 years we have seen successive Guatemalan 
Governments commit to a number of road maps and action plans that ultimately went 
unfulfilled. Therefore, the onus must squarely be on the Government to demonstrate why this 
time it will be different. In conclusion, we urge this Committee to adopt strong conclusions and 
recommendations requiring the Government to demonstrate tangible progress and 
guaranteeing workers right to freedom of association in Guatemala. 

Observador trabajador, Internacional de Servicios Públicos (ISP) (Sr. Cherres) – Hablo 
en nombre de la ISP y de las siete organizaciones sindicales de los servicios públicos de 
Guatemala afiliadas a la ISP. 

El caso de Guatemala es —como ya lo mencionaron otros intervinientes— un caso 
recurrente en esta comisión, en el que se han venido discutiendo severas violaciones a la 
libertad y a los derechos humanos. Reclamos que no han sido debidamente atendidos, 
acompañados ni resueltos por los distintos Gobiernos de Guatemala en los últimos años. 

Por el contrario, desde que el 3 de diciembre de 2019 fuera expulsada del país la Comisión 
Internacional Contra la Impunidad en Guatemala, ha habido una involución, y desde entonces 
todo ha sido aún más cuesta arriba para la clase trabajadora y el pueblo en general. A las 
condiciones de pobreza y migración extremas le debemos añadir la persecución tanto a los 
medios independientes que informan sobre la realidad nacional y la corrupción, así como a los 
pocos jueces y fiscales que en su momento se han atrevido a dictar sentencias contra los que 
siembran el terror y se consideran dueños del país. 

Todos los dirigentes de las organizaciones afiliadas a la ISP han venido denunciando en 
los últimos años casos de amenazas, acoso, despidos, cancelación arbitraria de convenios 
colectivos, campañas mediáticas en su contra y —cuando todo esto no ha funcionado— 
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procesos penales fabricados con el objeto de desmantelar las organizaciones e intimar a los 
trabajadores que luchan por los derechos de los trabajadores y denuncian casos de 
corrupción. 

Los Gobiernos de turno nunca han cumplido —y nunca han tenido la intención de 
cumplir— con la hoja de ruta con la que la OIT les benefició para desactivar la comisión de 
encuesta. Si bien en su momento celebramos la audacia de la Organización para buscar 
mecanismos alternativos que posibiliten el cumplimiento de los convenios de la OIT, hoy 
lamentamos el tiempo perdido y, sobre todo, haber confiado en interlocutores sociales que 
nos han tomado del pelo. 

Hoy esa hoja de ruta para nosotros está muerta. Démosle sagrada sepultura en esta 
sesión, confiando en que en las próximas reuniones del Consejo de Administración pueda ser 
reactivada la comisión de encuesta que investigue los graves casos de violación a la libertad 
sindical y los derechos humanos que ocurren en Guatemala. 

Señores del Gobierno, no podemos ser meros observadores sobre la afectación del bien 
jurídico más preciado —que es la vida— y debemos garantizar la libertad sindical y obviamente 
el trabajo decente que garantiza y auspicia la OIT. 

Representante gubernamental, Guatemala (Sr. RODRÍGUEZ PALLECER) - Nuevamente 
me permito hacer el uso de la palabra para manifestar que escuché con detenimiento e interés 
las intervenciones de los representantes gubernamentales, empleadores y trabajadores. 
Agradezco los comentarios que reconocen los avances del Gobierno. Señalo que entendemos 
sus preocupaciones, lamentamos profundamente la muerte de los líderes sindicales y 
sindicalistas, y compartimos la importancia de asegurar el respeto de los derechos sindicales 
tanto de iure como de facto. 

Por ello, hemos aportado y mantenido un diálogo social tripartito propositivo, y como 
miembro corresponsable del cumplimento de la hoja de ruta y con atención a los comentarios 
de la Comisión de Expertos en virtud del Convenio, hemos sido firmes y constantes en redoblar 
esfuerzos para actuar con determinación en las acciones que permitan avanzar en el 
cumplimiento del Convenio ; particularmente sobre los derechos sindicales y libertades 
públicas, en las cuestiones legislativas y en la aplicación del Convenio en la práctica. 

Conscientes de que aún tenemos retos y desafíos para concluir con aquellas acciones aún 
pendientes de la hoja de ruta en virtud del Convenio , confiamos en que estos serán cumplidos, 
y para ello será indispensable seguir construyendo sobre el diálogo; y que las instituciones 
estatales, en acatamiento a la legislación, continúen realizando las acciones que les permitan 
continuar obteniendo los resultados tangibles requeridos, atendiendo los plazos señalados 
por la misión conjunta versados en el documento GB.346/INS/10 para las acciones prioritarias 
y continuadas identificadas con sujeción siempre al imperio de la ley. 

La obtención de estos se ve posibilitado al contar con el acompañamiento de los 
interlocutores sociales y con el apoyo de la Organización Internacional del Trabajo ante quien 
reiteramos la solicitud de asistencia técnica bajo el programa de cooperación técnica 
denominado «Fortalecimiento de la Comisión Nacional Tripartita de Relaciones Laborales y 
Libertad Sindical en Guatemala para la efectiva aplicación de las normas internacionales del 
trabajo» en aquellos que permitirían concluir exitosamente con lo adoptado por el Consejo de 
Administración en noviembre de 2022. 

Me permito recordar a mis compañeros mandantes que estamos respetando los puntos 
definidos por la misión conjunta en su visita a nuestro país en septiembre de 2022, así como 
su cronograma para la totalidad del año en curso en tanto se materializa la asistencia técnica. 



 CAN/PV.20 27 
 

El Gobierno ha enfocado sus esfuerzos técnicos y financieros en temas relativos a: 1) la 
inscripción de organizaciones sindicales en el registro público de sindicatos que se efectúa con 
estricto apego a la legalidad y tal como lo ha manifestado la Comisión de Expertos en sus 
observaciones. Se ha mantenido un diálogo continuo con los sectores en el seno de la 
Subcomisión de cumplimiento de hoja de ruta, la Comisión Nacional Tripartita. Cabe señalar 
que el Ministerio de Trabajo ha guardado la confidencialidad sobre quiénes se han 
sindicalizado, con lo que se previene el riesgo de inclusión de sindicatos en un listado que 
evidencie su actividad sindical, y 2) el fortalecimiento del Ministerio Público con capacitación 
en la instrucción 1-2015 a nivel de toda la República de Guatemala para sensibilizar a los 
fiscales sobre los objetivos de la misma, así como el tratamiento de las denuncias recibidas en 
el interior para dar inicio a las primeras diligencias investigativas y responder a la realidad con 
el proceso penal a raíz de que el Ministerio Público tiene ahora oficinas en todo el país.  

Reconocemos y reafirmamos que es necesario enfocar los esfuerzos tripartitos en una 
dinámica nacional con una ruta estratégica a mediano y largo plazo, que trascienda el corto 
plazo con el que se ha venido discutiendo en los órganos de control de la OIT y permita obtener 
resultados sostenibles en el marco de una realidad de país, sabiendo que los procesos de 
generación de confianza y los resultados mismos de estos conllevan un tiempo que puede 
extenderse más de lo que quisiéramos. Sin embargo, reiteramos nuestro compromiso en 
continuar esforzándonos para afrontar los retos que tenemos por delante privilegiando el 
espacio tripartito, respetando el rol de cada constituyente y que el Gobierno continúe 
redoblando los esfuerzos hasta alcanzar lo comprometido. 

Guatemala se esfuerza por mantener relaciones constructivas con los interlocutores 
sociales y mantener informada a la misión conjunta en reuniones y con informaciones escritas 
del avance y cumplimiento de las acciones inmediatas y continuadas que realizamos. Ello para 
garantizar el cumplimiento y las muestras de nuestra dedicación y compromiso ante el 
Convenio , en los que se ha indicado su constante avance ante la Comisión Nacional Tripartita, 
señalando que, aunque avanzamos en la velocidad que la legislación y la realidad nacional de 
nuestro país nos permite, estamos y vamos por el camino correcto. 

Estar de acuerdo o no con los avances mostrados y aún con un juicio de valor que cada 
sector les facilite a los progresos evidenciados, debemos considerar importante el 
reconocimiento del papel constructivo que juega la comisión nacional tripartita, que de por sí 
ya es un logro, con el acompañamiento de la Organización Internacional de Empleadores, la 
Confederación Sindical Internacional y la OIT, en todos estos procesos. 

Manifestamos la necesidad de seguir construyendo confianza para consolidar un 
verdadero diálogo social en nuestro país acompañado de muestras constantes de voluntad 
política en la atención a las observaciones de la Comisión de Expertos al Convenio, así como 
en la medición de la hoja de ruta por medio de los indicadores clave y a los puntos referidos 
por la misión conjunta adoptados por el Consejo de Administración en su 346.ª reunión 
(noviembre de 2022), lo cual se ha informado ante el Consejo de Administración de la OIT y se 
continuará informando bajo el programa de asistencia y cooperación técnica, disposición 
adoptada en la 340.ª reunión (noviembre de 2020). 

Reitero enfáticamente que Guatemala es respetuosa de los derechos laborales, y recalca 
que realiza los máximos esfuerzos para atender obligaciones internacionales señaladas. Se 
encuentra atenta a que tripartitamente se alcancen propuestas retadoras, innovadoras y que 
se alcancen consensos que presenten soluciones a las necesidades y preocupaciones de la 
población guatemalteca en el mundo laboral. 
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Sin duda alguna, debemos reconocer la importancia de continuar con el diálogo social y 
mostrar signos de humildad en requerir ayudar cuando es necesario, como lo hemos venido 
haciendo. En ese sentido, recalcar nuestra firme esperanza en que aquellos países que así lo 
consideren puedan sumarse y contribuir financieramente al programa de asistencia y 
cooperación técnica adoptado desde noviembre de 2020, y que, gracias a los fondos de la 
Unión Europea, facilitados a partir de septiembre de 2022, se coadyuva a los esfuerzos que ha 
reflejado y continuará mostrando el Gobierno.  

Bajo este marco me permito reiterar nuevamente la solicitud de asistencia técnica 
manifestada por el Gobierno de Guatemala desde el 7 de marzo de este año, sobre los puntos 
señalados en las reformas legislativas que tanto se han mencionado aquí. Específicamente en 
lo relacionado al fortalecimiento de la Comisión Nacional Tripartita de la cual aún nos 
encontramos a la espera de una respuesta favorable. 

No me resta más que alentar a mis compañeros mandantes a que resolvamos las 
cuestiones relativas a las relaciones laborales y a la libertad sindical, a que continuemos 
desarrollando espacios de diálogo de alto nivel en ese seno, y a los países intervinientes en 
este honorable espacio a que nos respalden y apoyen a continuar con un diálogo constructivo 
aunado con resultados que seguiremos demostrando ante el Consejo de Administración de la 
OIT en el Marco del Programa de Cooperación Técnica sobre el cual se efectúan las acciones 
señaladas por la misión conjunta. 

Previo a concluir, con el objetivo de focalizar y centrar la discusión, Guatemala solicita que 
en las conclusiones que surjan a partir de la Comisión tengan una referencia exclusiva a los 
temas relacionados con el Convenio núm. 87 sobre nuestro país y que no se haga referencia a 
temas diferentes mencionados en esta sesión por el sector trabajador. 

Finalizo reiterando que Guatemala ha mostrado y seguirá mostrando logros y muestras 
de dedicación, responsabilidad y esfuerzo para garantizar el cumplimiento de los 
compromisos asumidos ante la Organización Internacional del Trabajo, focalizando nuestro 
esfuerzo, voluntad y dedicación por continuar un diálogo maduro, honrando la memoria y 
dedicación, y la encomiable labor de Carlos Mancía, que fuera impulsor de la hoja de ruta, 
presidente de la Comisión Nacional Tripartita y un firme creyente en el diálogo y el tripartismo. 

Miembros empleadores - Es innegable que estamos ante un proceso de mejora que se 
ha mostrado a lo largo de las distintas intervenciones y los informes brindados por el Gobierno. 
Les agradecemos mucho su puntual descripción de las acciones que se han venido siguiendo, 
y particularmente de su interés en continuar con esta asistencia técnica, siguiendo la hoja de 
ruta y manteniendo un diálogo tripartito efectivo. Ese es el verdadero camino para mejorar 
cualquier situación y condición que se presente. Seguir actuando constructivamente, 
fortaleciendo el diálogo, la cooperación y la asistencia técnica de la que ya hemos hablado, y 
no estar con propuestas punitivas que, francamente, no nos van a llevar a ningún lado. Hay 
una o dos propuestas para que se tomen medidas más drásticas ―una comisión de 
encuesta―, pero la pregunta es: ¿para qué? Estamos justamente en medio de un proyecto de 
solución de los problemas que se han planteado. El cometido de la comisión de encuesta, y 
todos lo sabemos aquí, es investigar los hechos y hacer propuestas de solución, y eso está 
planteado, estamos en eso, estamos en esa ruta. 

Les pediría que consideren esta propuesta que me parece que ha puesto el Gobierno de 
continuar en la ruta que tenemos de manera constructiva y, claro está que sí nos preocupa 
que siga habiendo circunstancias de amenazas, de violencia generalizada y que, desde luego, 
se tiene que tomar acciones prontas para erradicarlo y fortalecer los actos de investigación, de 
resolución de los asuntos que estén en proceso de la manera más rápida y eficaz para generar 
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protección a los dirigentes y a los miembros de los sindicatos. De ninguna manera podemos 
aceptar que haya condiciones que generen circunstancias como las que se han descrito y de 
las que el propio Gobierno ha informado; pero insisto, me parece que estamos en la ruta. Se 
tienen que acelerar los cambios legislativos. Entendemos que es un proceso que tiene, en 
todos los países del mundo, sus propios tiempos, y ojalá el Gobierno pueda incidir dentro de 
la autonomía que tiene el Poder Legislativo, en que le den prioridad a este tema. También nos 
parece que se debe aumentar la visibilidad de esta campaña de sensibilización que se había 
propuesto y a la cual se comprometió el Gobierno en temas de libertad sindical; que se 
garantice la no estigmatización de ninguno de los componentes de la ecuación de la 
contratación colectiva, que son los sindicatos, los dirigentes y las empresas. Debemos tener 
clara esta condición. Habrá que renovar esfuerzos. Quería insistir en un punto: la Unión 
Europea, en su intervención, volvió a poner en la mesa, al referirse al cumplimiento del 
Convenio , el ejercicio del derecho de huelga, y nosotros como sector empleador queremos 
reiterar nuestra postura: que el Convenio no se refiere al derecho de huelga, no admitimos 
que se traten esos temas en las discusiones ni en las conclusiones cuando estemos hablando 
del Convenio porque cada país se regula por sus propias disposiciones en este sentido. 

Por nuestra parte es todo, esperemos que las conclusiones, insisto, sean constructivas y 
que nos permitan seguir avanzando en este proceso de mejora que, es evidente, a lo mejor no 
tiene la celeridad y la prontitud que esperaríamos, pero es evidente que vamos avanzando y 
que hoy estamos mejor que ayer. 

Worker members – The reaction of the Government to the interventions in this room 
speaks for itself. The steps taken by the Government are far too little and too late. As a result, 
workers in Guatemala continue to be denied, in law and in practice, their rights to freedom of 
association. No one can deny that Guatemala remains among the most dangerous countries 
in which to be a trade unionist, with many having paid with their lives merely for carrying out 
lawful union activity. Arrests and prosecutions for these murders remain a rarity. Anti-union 
dismissals continue with impunity and the labour justice system has been incapable of 
providing a remedy. And the labour law in many respects restricts the right of workers and 
unions to carry out their activities, including to bargain collectively or to strike.  

Repeated governments have made promises and received a lot of support and technical 
assistance to fix these problems but without results. It has now been 11 years since the 
submission of an article 26 complaint concerning systemic violations of Conventions Nos 87 
and 98 by Guatemala at the 2012 International Labour Conference and nearly 10 years since 
the adoption of the Memorandum of Understanding and the road map, which were adopted 
by the Governing Body in October 2013. Sadly, as the Committee of Experts report indicates, 
little has changed. The Government has failed to implement the road map, leaving the great 
majority of issues unaddressed. The subset of priority issues identified last September remains 
incomplete. There is no evidence of systemic and sustainable reforms in law or labour 
administration. We have heard from the Government that it is going to archive some 46 cases 
because those cases are old. This is deeply concerning. We urge the Government to continue 
to investigate these cases as to ensure justice for the victims and for their families. 

The Workers’ group calls on the Government of Guatemala with, of course, the support 
and commitment of the workers’ and employers’ representatives at all levels; to fully 
implement the road map adopted on 17 October 2013, in consultation with the social partners 
without any further delay; to investigate without delay all acts and threats of violence against 
trade union leaders and members, including Hugo Eduardo Gamero González, with a view to 
identifying and understanding the root causes of violence, taking into account their trade 
union activities as a motive, determining responsibilities, and punishing the perpetrators, 
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including the intellectual and material authors; provide rapid and effective protection to all 
trade union leaders and members who are under threat by increasing the budget for such 
programmes and to ensure the protected individuals do not personally have to bear any costs 
arising from those schemes; to adopt the agreed amendments to eliminate the various 
legislative obstacles to the full exercise of freedom of association; to develop legislation to 
allow for the formation of trade unions at the sectoral level; approve draft law 5508 to provide 
a legal foundation to the National Tripartite Committee on freedom of association; and, in 
consultation with the social partners, to ensure the efficient registration of trade unions, 
including the implementation of the electronic tool designed by the ILO; to ensure that judicial 
decisions of reinstatement in employment following anti-union dismissals are enforced 
without delay, including implementing any recommendations from the comprehensive 
technical diagnosis of the challenges in terms of reinstatement prepared by the ILO; to 
increase the visibility of the awareness-raising campaign on freedom of association in the 
media and ensure that there is no stigmatization of trade unions, or their leaders or of 
collective agreements. 

We call on the Government to accept a high-level tripartite mission. Given the seriousness 
and persistence of the violations and continued imminent danger to life faced by trade 
unionists and the failure of the Government to take any concrete and meaningful measures to 
urgently address the situation, the Workers’ group requests a special paragraph for this case. 

The sitting was suspended at 4.25 p.m. 

La séance est suspendue à 16 h 25. 

Se interrumpe la sesión a las 16.22 horas. 


